
 

PROPOSICIÓN MODIFICATORIA 

Modifíquese el artículo 2 del Proyecto de Ley Estatutaria N° 295 de 2020 Cámara, 

acumulado con el Proyecto de Ley Estatutaria N° 430 de 2020 Cámara y con el 

Proyecto de Ley Estatutaria N° 468 de 2020 Cámara, “Por medio de la cual se modifica 

la Ley 270 de 1996 – Estatutaria de la Administración de Justicia y se dictan otras 

disposiciones”, el cual quedará así:    

 
ARTÍCULO 2. ACCESO A LA JUSTICIA. El Estado garantiza el acceso de todas las 

personas a la administración de justicia. Será de su cargo el amparo de pobreza y será 

fortalecido el servicio de defensoría pública. En cada municipio habrá como mínimo un 

defensor municipal, y un defensor público para la representación judicial de procesados 

y uno para la representación de las víctimas en los casos establecidos en la ley. 
 

Deberá garantizarse el acceso a la justicia a todas las personas, con independencia de 

sus circunstancias personales, medios o conocimientos, procurando la permanente 

actualización de los recursos disponibles y la formación adecuada de los servidores 

públicos y de las personas para garantizar el acceso a la justicia. 
 
Las personas que demanden la tutela de sus derechos e intereses podrán hacerlo a 

través de los medios tecnológicos y digitales que para el efecto se establezcan. 
 
Los municipios, la defensoría del pueblo, personerías y otras entidades públicas, podrán 

disponer en sus sedes los medios para que las personas del sistema de justicia puedan 

acceder para adelantar actuaciones judiciales virtuales. 

 

La oferta de justicia en cada municipio contará con una planeación adecuada y 

participativa, atendiendo a las características particulares de conflictividad social, 

características sociodemográficas, demanda de justicia existente y potencial, y 

condiciones para la implementación de mecanismos alternativos de solución de 

conflictos. Para el efecto se fortalecerán la defensoría del pueblo, las personerías 

municipales, y casas de justicia con el fin de garantizar el acceso gratuito a este servicio 

público. 
 
El Estado garantizará el acceso a la justicia en las zonas rurales y de difícil acceso, y 

promoverá la creación de mecanismos judiciales y administrativos que atiendan a las 

particularidades de estos territorios, así como mecanismos alternativos de solución de 

conflictos, para resolver los conflictos individuales y comunitarios que se presenten en 

dichas zonas, procurando el uso de las tecnologías de la información. 
 
El Estado también promoverá la articulación entre las distintas formas de oferta de justicia 

y facilitará el acceso coordinado a las mismas por parte de las personas. 
 
Las autoridades competentes adecuarán la infraestructura física para la prestación del 

servicio de justicia y ajustarán sus procedimientos e instrumentos de gestión, para 

garantizar la adecuada y oportuna atención a la población en situación de discapacidad. 

El Ministerio de Justicia celebrara convenios con la Rama Judicial para sumar esfuerzos 

presupuestales que prioricen la construcción de casas de justicia en los municipios PDET. 

 



 

Con el propósito de contar con información que facilite la adopción de medidas para el 

fortalecimiento del acceso a la justicia, el Estado diseñará e implementará 

instrumentos para la medición periódica de la situación de acceso justicia y satisfacción 

de necesidades jurídicas en los diferentes territorios del país. 
 

PARÁGRAFO. En cada municipio funcionará al menos un Juzgado cualquiera que sea 

su categoría. Para lo cual en los términos del artículo 63 de la presente ley, el Consejo 

Superior de la Judicatura podrá crear despachos judiciales, jueces y magistrados 

de apoyo itinerantes. Dichos jueces tendrán competencia para tramitar y resolver los 

procesos dentro de los despachos que se señalen expresamente, de acuerdo a la 

demanda de justicia. 
 
En un plazo máximo de tres (3) años el Estado deberá garantizar el estándar 

internacional de jueces por número de habitantes determinado por la Organización para 

la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) por cada cien mil habitantes. 

 

 

 Atentamente,  

 

 

DIEGO JAVIER OSORIO JIMÉNEZ 
Representante a la Cámara  
Departamento del Quindío 

 
 
 

 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

PROPOSICIÓN MODIFICATORIA 

Modifíquese el artículo 5 del Proyecto de Ley Estatutaria N° 295 de 2020 Cámara, 

acumulado con el Proyecto de Ley Estatutaria N° 430 de 2020 Cámara y con el 

Proyecto de Ley Estatutaria N° 468 de 2020 Cámara, “Por medio de la cual se modifica 

la Ley 270 de 1996 – Estatutaria de la Administración de Justicia y se dictan otras 

disposiciones”, el cual quedará así:    

 
 
ARTICULO 5. Modifíquese el artículo 6 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así: 
 
ARTÍCULO 6. GRATUIDAD. La administración de justicia será gratuita y su 

funcionamiento estará a cargo del Estado, sin perjuicio de las agencias en derecho, 

costas, expensas, cauciones y aranceles judiciales que se fijen de conformidad con la 

ley. 
 
No podrá cobrarse arancel en los procedimientos de carácter penal, laboral, contencioso 
laboral, de familia, de menores, que sean de naturaleza ordinaria o contenciosa 
administrativa, ni en los juicios de control constitucional o derivados del ejercicio de 

acciones de tutela, populares, de cumplimiento, habeas corpus y habeas data. 
 
El arancel judicial tampoco podrá cobrarse en los procedimientos agrarios y rurales con 

las extensiones de tierra que establezca la ley, según el área geográfica correspondiente. 
 
Tampoco podrá cobrarse aranceles a las personas de escasos recursos cuando se 

decrete el amparo de pobreza o en aquellos procesos o actuaciones judiciales que 

determine la ley. 

 

El arancel judicial constituirá un ingreso público a favor de la Rama Judicial.  
 
Parágrafo primero.  El legislador podrá establecer mecanismos que permitan a las   
entidades públicas contribuir a la financiación de la Rama Judicial. 

 
 

 Atentamente, 

 

DIEGO JAVIER OSORIO JIMÉNEZ 

Representante a la Cámara  
Departamento del Quindío 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

PROPOSICIÓN MODIFICATORIA 

Modifíquese el artículo 37 del Proyecto de Ley Estatutaria N° 295 de 2020 Cámara, 

acumulado con el Proyecto de Ley Estatutaria N° 430 de 2020 Cámara y con el 

Proyecto de Ley Estatutaria N° 468 de 2020 Cámara, “Por medio de la cual se modifica 

la Ley 270 de 1996 – Estatutaria de la Administración de Justicia y se dictan otras 

disposiciones”, adicionando el numeral 7, el cual quedará así:    

 
ARTÍCULO 37. Modifíquese el artículo 87 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así: 
 

ARTÍCULO 87. PLAN SECTORIAL DE DESARROLLO DE LA RAMA JUDICIAL. El Plan 
Sectorial de Desarrollo para la Rama Judicial debe comprender, como mínimo, los 
siguientes aspectos: 
 
1. Transformación Digital y Tecnológica 
2. Infraestructura física. 
3. Carrera judicial. 
4. Formación judicial. 
5. Servicio al juez. 
6. Servicio al ciudadano. 
7. Acceso real y efectivo a la administración de justicia.  
 
El Plan Sectorial de Desarrollo incluirá la propuesta de incremento anual del presupuesto 
de la Rama Judicial para aprobación del Congreso, el cual deberá ser consistente con el 
Marco Fiscal de Mediano Plazo. 
 
(…)  
 

Atentamente,  

DIEGO JAVIER OSORIO JIMÉNEZ 

Representante a la Cámara  
Departamento del Quindío 

 
 

 

 

 

 

 



 

PROPOSICIÓN MODIFICATORIA 

Modifíquese el artículo 56 del Proyecto de Ley Estatutaria N° 295 de 2020 Cámara, 

acumulado con el Proyecto de Ley Estatutaria N° 430 de 2020 Cámara y con el 

Proyecto de Ley Estatutaria N° 468 de 2020 Cámara, “Por medio de la cual se modifica 

la Ley 270 de 1996 – Estatutaria de la Administración de Justicia y se dictan otras 

disposiciones”, el cual quedará así:    

ARTÍCULO 56. Modifíquese el artículo 112 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará 
así: 

ARTICULO 112. FUNCIONES DE LA COMISIÓN NACIONAL DE DISCIPLINA 
JUDICIAL. Corresponde a la Comisión Nacional de Disciplina Judicial: 

1. Resolver los impedimentos y recusaciones que se presenten con ocasión de las 
actuaciones de los miembros de la Corporación 
2. Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las comisiones seccionales de 
disciplina judicial. 
3. Conocer en primera y segunda instancia de los procesos disciplinarios que se adelanten 
contra los magistrados de los Tribunales, Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial, 
Consejos Seccionales, el Vicefiscal, los fiscales delegados ante la Corte Suprema de 
Justicia y los Tribunales, los empleados de la Rama Judicial que tengan el mismo o superior 
nivel, rango o salario de magistrado de tribunal, y quienes ejerzan función jurisdiccional de 
manera excepcional, transitoria u ocasional respecto de dicha función. 
4. Conocer de manera preferente en primera y segunda instancia de los procesos 
disciplinarios que se adelanten en las Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial o sean 
de su competencia. 
5. Conocer de los recursos previstos en la ley en los procesos disciplinarios que conocen 
en primera instancia las comisiones seccionales de disciplina judicial o que con ocasión de 
la doble instancia o la doble conformidad lleguen a su conocimiento. 
6. Designar a los magistrados de las comisiones seccionales de disciplina judicial, de las 
listas de aspirantes que hayan aprobado el concurso previamente convocado por el 
Consejo Superior de la Judicatura. Los magistrados de las comisiones seccionales de 
disciplina judicial no podrán tener antecedentes disciplinarios. Igualmente, nombrar en 
provisionalidad a los Magistrados de las Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial. 
7. Designar a los empleados de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial. 
8. Resolver las solicitudes de cambio de radicación de los procesos que adelanten las 
comisiones seccionales de disciplina judicial. 
9. Dictar su propio reglamento, en que podrá́, entre otras, determinar la división de salas 
para el cumplimiento de sus funciones jurisdiccionales. 
10. Unificar jurisprudencia en materia disciplinaria. 

PARÁGRAFO 1. Los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, 
de la Corte Constitucional, del Consejo Superior de la Judicatura, de la Comisión Nacional 
de Disciplina Judicial y el Fiscal General de la Nación en materia disciplinaria, están sujetos 
al régimen previsto por los artículos 174, 175 y 178 de la Constitución Política, para lo cual 
el Congreso de la Republica adelantará el proceso disciplinario por conducto de la Comisión 
Legal de Investigación y Acusación de la Cámara de Representantes y la Comisión 
Instructora del Senado de la Republica. 



 

PARÁGRAFO 2. De conformidad con lo previsto en esta ley, el Consejo Superior de la 
Judicatura establecerá las plantas de personal de la Comisión Nacional de Disciplina 
Judicial y de los despachos de los Magistrados, y en ningún caso, serán inferiores a las que 
conforman la Corte Constitucional, el Consejo de Estado, y la Corte Suprema de Justicia. 

  

Atentamente,  

 

DIEGO JAVIER OSORIO JIMÉNEZ 

Representante a la Cámara  
Departamento del Quindío 

 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

PROPOSICIÓN MODIFICATORIA 

Modifíquese el artículo 71 del Proyecto de Ley Estatutaria N° 295 de 2020 Cámara, 

acumulado con el Proyecto de Ley Estatutaria N° 430 de 2020 Cámara y con el 

Proyecto de Ley Estatutaria N° 468 de 2020 Cámara, “Por medio de la cual se modifica 

la Ley 270 de 1996 – Estatutaria de la Administración de Justicia y se dictan otras 

disposiciones”, el cual quedará así:    

 

 
ARTÍCULO 71. Modifíquese el artículo 134 de la Ley 270 de 1996, el cual quedará así: 
 
ARTÍCULO 134.  TRASLADO.  Se produce traslado cuando se provee un cargo con un 
funcionario o empleado que ocupa en propiedad otro de funciones afines, de la misma 
categoría y especialidad, para el que se exijan los mismos requisitos, aunque tengan 
distinta sede territorial. El traslado puede ser solicitado por los servidores de la Rama 
Judicial en los siguientes eventos: 
 
1. Por razones de seguridad. Cuando se presenten hechos o amenazas graves que atenten 
contra la vida o integridad personal del servidor de la Rama Judicial, la de su cónyuge, 
compañero o compañera permanente, descendiente o ascendiente en primer grado de 
consanguinidad o único civil, por razón u ocasión de su cargo y que hagan imposible su 
permanencia en él. 
 
También se aplicará a los servidores vinculados en provisionalidad, sin que ello modifique 
su forma de vinculación, hasta tanto se provea el cargo en propiedad 
 
2. Por razones de salud. Cuando se encuentren debidamente comprobadas razones de 
salud que le hagan imposible al servidor de la Rama Judicial continuar en el cargo. 
 
3. Por reciprocidad. Cuando lo soliciten en forma recíproca servidores de la Rama Judicial 
en carrera de diferentes sedes territoriales, en cuyo caso sólo procederá previo concepto 
de los Consejos Superior o Seccional de la Judicatura. 
 
Cuando el traslado deba hacerse entre cargos cuya nominación corresponda a distintas 
autoridades, sólo podrá llevarse a cabo previo acuerdo entre éstas. 
 
4. Cuando lo solicite un servidor público de carrera para un cargo que se encuentre vacante 
en forma definitiva.  
 
5. Por razones del servicio. Cuando la solicitud esté soportada en hechos que por razones 
del servicio el Consejo Superior de la Judicatura califique como aceptables. 
 
6. Por razones familiares. Cuando se encuentren debidamente comprobadas razones 
de arraigo y unión familiar y/o cuando sus parientes dentro del primer grado de 
consanguinidad o su cónyuge, compañero o compañera permanente, presenten 
graves problemas de salud.  
 
PARÁGRAFO 1. Cuando se trate de traslado de un servidor judicial, se tomará posesión 
con el único requisito del juramento legal. 
 



 

PARÁGRAFO 2°. Para efectos de lo dispuesto en los numerales 3 y 4, el concepto de 
traslado tendrá en cuenta, entre otros factores, la última evaluación de servicios en firme, 
que la persona a trasladar haya prestado servicios por lo menos por tres (3) años en el 
cargo actual y que garantice que prestará igual tiempo de servicio en el cargo para el cual 
será trasladada. 
 
PARÁGRAFO 3.  Sólo proceden los traslados en la misma sede territorial cuando se trate 
de cambio de subespecialidad. 
 

Atentamente, 

 

DIEGO JAVIER OSORIO JIMÉNEZ 

Representante a la Cámara  
Departamento del Quindío 

 


